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El presente documento pretende anunciar 
los retos de la política pública criminal 
en contexto de la construcción de paz, 
para esto se dividirá en tres segmentos: 
en primer lugar, se expone el concepto de 
“política pública criminal” y sus debidos 
alcances. Seguido de sus principales retos 
en la coyuntura actual de paz. Y se con-
cluye con algunas ideas que en clave de 
respuesta de la política pública pueden 
conducir un nuevo debate sobre la lucha 
actual contra el crimen organizado.

La política criminal, es una política públi-
ca que concentra estrategias y planes diri-
gidos por instituciones estatales, con el fin 
garantizar la protección de los intereses 
esenciales del Estado y de los derechos de 
los residentes en el territorio, mediante la 
prevención, investigación, judicialización 
y castigo a comportamientos considerados 
delictivos causantes de perjuicio social.

En varias ocasiones, la Corte Constitucio-
nal ha recriminado el enfoque reactivo 
y punitivo de la política criminal tradi-
cional que se ha concentrado en una ru-
tina extensiva del derecho penal para 
dar respuesta a cualquier problema de 
delincuencia. Por tanto que al momento 
de determinar intervenciones a problemas 
sociales, el Estado no ha contado con el 
suficiente ingenio y ha recurrido de un 

modo un poco fundamentalista al derecho 
penal para crear delitos, incrementar pe-
nas, reducir beneficios, y esperar que con 
ello se impacte de forma negativa a ese 
comportamiento reprochable y lesivo de 
bienes jurídicamente tutelados. Sin embar-
go, es de importancia relevar que el re-
curso al instrumento penal es el elemento 
distintivo de la política criminal, que la 
diferencia de otras políticas públicas.

No obstante, a pesar de los arduos esfuer-
zos por imponer penas mucho más severas 
y drásticas, no se ha evidenciado una co-
rrelación al declive en las estadísticas del 
crimen que permita ratificar que la res-
puesta penal incide realmente en el des-
censo de los comportamientos castigados. 
Por el contrario, se ha confirmado que este 
enfoque ha ocasionado una aguda crisis 
en el sistema carcelario y penitenciario 
respecto del cual hay dos declaratorias de 
estado de cosas de inconstitucionalidad.

Para contribuir de cierta manera en una 
readaptación de dicha perspectiva que 
permita direccionar de forma distinta los 
procedimientos planteados y desarrolla-
das en las últimas décadas, desde el Mi-
nisterio de Justicia y del Derecho, en repre-
sentación del Gobierno Nacional, se han 
venido promoviendo estándares para las 
iniciativas legislativas buscando modifi-
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car el sistema penal, el carcelario y peni-
tenciario, o el de extinción de dominio. En 
efecto, desde el Consejo Superior de Políti-
ca Criminal, siendo el órgano asesor del 
Gobierno en la materia, se fomenta que 
los distintos proyectos de ley que buscan 
estas modificaciones estén soportados en 
evidencia empírica que permita compren-
der la necesidad de la medida en relación 
con el problema a resolver, su impacto 
probable y sus costos, de modo que pueda 
hacerse una evaluación menos subjetiva 
para determinar el éxito o fracaso de la 
reforma.

Siendo así y conforme a la definición 
de “política pública criminal” expuesta, 
se puede inferir que dicha asume ciertos 
vínculos estrechos con las llamadas tres 
dimensiones de la criminalización (Co-
misión Asesora para el Diseño de la Polí-
tica Criminal para el Estado colombiano, 
2012). 

Considerando que la dimensión primaria, 
comprende los procesos mediantes los cua-
les se reconstruye el problema a interve-
nir, se diagnostican los esfuerzos institucio-
nales y sociales para afrontar tal situación 
y se conciben algunas recomendaciones 
que, surtido el proceso legislativo, se im-
plantan en el ordenamiento jurídico. De la 
misma manera se destaca que en este cri-
minalización se definen los delitos, verbos 
rectores, situaciones de modo, y los sujetos 
activos y pasivos del comportamiento le-
sivo o amenazante. 

Pero también se ocupa de la definición de 
modelos legales de prevención, protección, 
persecución, investigación, judicialización 
y sanción de los comportamientos que 

amenazan o lesionan bienes jurídicamente 
tutelados; por ejemplo, esquemas de justi-
cia negociada que pueda implementar la 
Fiscalía, como principios de oportunidad 
o preacuerdos; obligaciones administrati-
vas de reportar hechos delictivos, así como 
sanciones en caso de omisión de reporte; 
técnicas especializadas de investigación 
para la recolección de elementos materia-
les probatorios; el quantum punitivo; en-
tre muchas otras opciones.

Por su parte, la dimensión secundaria es 
la dimensión de la justicia en marcha. Es 
la persecución, la investigación y judicia-
lización propiamente dichas de compor-
tamientos concretos contra personas es-
pecíficas que transgreden de una u otra 
manera el Estado y la misma sociedad; en 
otras palabras, es la puesta operativa de 
las decisiones que se han adoptado en la 
legislación y la articulación de los actores 
involucrados que, en conjunto, hacen fun-
cionar al sistema penal. En esta dimensión 
se habla de indagaciones, imputaciones, 
acusaciones y juicios orales.

Íntimamente ligada se encuentra la di-
mensión terciaria, definida como la di-
mensión del castigo y atención post peni-
tenciaria, donde tiene lugar la ejecución 
de la pena impuesta, la privación de li-
bertades bajo alguna de las modalidades 
de ejecución penitenciaria, de los procesos 
de resocialización y redención de pena. 
Por ende es ineludible involucrar el diag-
nostico de los establecimiento carcelarios y 
penitenciarios; se dice que el régimen pe-
nitenciario debe entonces ser compatible 
con la dignidad humana de las personas 
privadas de la libertad , es decir, que en 
toda medida deben primar los derechos 

humanos para garantizar así las condicio-
nes materiales que hagan posible la reso-
cialización 

En consecuencia, la política criminal es una 
política pública compleja que no se puede 
reducir solamente a las reformas penales, 
puesto que sus problemas están presentes 
en tres frentes. En efecto, la política cri-
minal tradicional se ha concentrado en la 
dimensión primaria de la criminalización, 
y ha generado la congestión judicial que 
hoy día aqueja a la judicatura y profun-
diza las condiciones inconstitucionales que 
se presentan en las prisiones.

Entonces, es sustancial entender que cual 
sea la decisión que se tome tendrá efectos 
que pueden ser colaterales en alguno de 
los campos de la política criminal, pues 
como se manifestó, ésta no se reduce so-
lamente al ámbito penal; y como es de 
saberse la política criminal de un Estado 
social de derecho, está fuertemente condi-
cionada normativamente por tanto debe 
respetar una serie de principios y dere-
chos consagrados en la Constitución. Es 
así como exige que las adecuaciones nor-
mativas pasen también por evaluar los 
impactos en las dimensiones secundarias 
y terciarios de la criminalización. Para po-
nerlo en términos más sencillos, se trata de 
dar respuesta a preguntas como por ejem-
plo: ¿qué infraestructura, recurso o talento 
humano serían requeridos para la investi-
gación y judicialización de un nuevo de-
lito, o un delito que ha sido reformado? 
¿Qué cálculos o estimaciones se tienen de 
la población que podría ser privada de 
la libertad? ¿Es la prisión la forma más 
proporcionada de castigo? ¿Realmente es 
necesaria la reforma o es un problema de 

interpretación de la ley por parte de los 
operadores de justicia? En otras preguntas.

Con estas precisiones conceptuales, se esta-
blecen los retos en los que la política pú-
blica criminal debe forjar respuesta en la 
actual coyuntura de la paz.

El primer reto que plantea el postconflic-
to comprende la necesidad de controlar la 
criminalidad y la violencia en las zonas 
que presentan secuelas del conflicto ar-
mado. Dado que en estas zonas coexiste 
la probabilidad de que los índices de cri-
minalidad ordinaria y criminalidad or-
ganizada se acrecienten como reacción a 
dicha causa, e incluso teniendo claro que 
la ausencia de soluciones efectivas a pe-
queños problemas de criminalidad puede 
ser un factor generador de violencia. Por 
tal razón, la política criminal debe asumir 
el reto de diseñar estrategias para pugnar 
con los delitos leves y las transgresiones 
en éstos contextos territoriales donde cabe 
la posibilidad de presentarse un vacío de 
poder armado.

La existencia de una situación de post-
conflicto no significa que el conflicto 
haya llegado a su fin, simplemente que 
los medios para su resolución se enmar-
can dentro de los postulados de un Estado 
Social y Democrático de Derecho. Dentro 
de este contexto, es importante contar con 
una política criminal que responda a los 
principales desafíos que debe enfrentarse 
el país para la consolidación de la paz, 
entre estos, las nuevas formas de conflic-
tividad propias del postconflicto que han 
sido identificadas en los distintos acuerdos 
por las Delegaciones del Gobierno Nacio-
nal, de la sociedad civil y de las FARC-
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EP, por ejemplo:

•	 Según	el	Acuerdo	General	para	la	
terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera, suscrito 
en agosto de 2012, en su punto 3.4, el Go-
bierno asumió la responsabilidad de in-
tensificar “(...) el combate para acabar con 
las organizaciones criminales y sus redes 
de apoyo, incluyendo la lucha contra la 
corrupción y la impunidad, en particular 
contra cualquier organización responsa-
ble de homicidios y masacres, o que aten-
te contra defensores de derechos humanos, 
movimientos sociales o movimientos po-
líticos.” (Gobierno Nacional & FARC-EP, 
2012)

•	 Intensificar	 el	 combate	 contra	 el	
crimen organizado y sus redes de apoyo 
es una labor ineluctable para asegurar el 
fin del conflicto, de ahí que esta contrarie-
dad tuviese un desarrollo más profundo 
en el Borrador conjunto sobre la Solución 
al problema de las drogas ilícitas. Allí, en 
el punto 4.3.1, sobre judicialización efecti-
va, el Gobierno Nacional se comprome-
tió a poner en marcha una estrategia de 
política criminal encaminada al fortale-
cimiento y cualificación de la presencia 
y efectividad de las instituciones que in-
vestigan, judicializan e infligen los delitos 
atribuibles al crimen organizado asociado 
con el narcotráfico y otras economías cri-
minales, como la minería, la trata de per-
sonas, el tráfico de migrantes, el contra-
bando, el lavado de activos, entre otras. 
(Gobierno Nacional & FARC-EP, 2014).

•	 En	 el	 Borrador	 conjunto	Acuerdo	
sobre medidas de seguridad, de 23 de 
junio de 2016, las partes negociadoras 

decretaron directrices frente a las orga-
nizaciones criminales responsables de ho-
micidios y masacres que atentan contra 
defensores/as de derechos humanos, mo-
vimientos sociales o políticos, incluyendo 
las organizaciones criminales que hayan 
sido nombradas como sucesoras del pa-
ramilitarismo y sus redes de apoyo, y la 
persecución de las conductas criminales 
que amenacen la implementación de los 
acuerdos y la construcción de la paz. Dos 
herramientas político criminales clave de 
este Acuerdo son la Unidad Especial de 
Investigación	 para	 el	 desmantelamien-
to de las organizaciones criminales y el 
Cuerpo Élite de la Policía Nacional con 
enfoque multidimensional que tendrá a 
cargo la labor de responder de manera 
inmediata cuando se requiera. (Gobierno 
Nacional & FARC-EP, 2016)

En un estudio sobre la intervención de la 
policía para el postconflicto, la Oficina de 
Planeación de la Policía Nacional presentó 
el documento titulado La convivencia en 
un escenario de posacuerdo: retos y rutas 
de acción intersectorial, en el que se reco-
pilan los retos institucionales que la firma 
del	Acuerdo	de	Paz	conjetura	para	la	Ins-
titución. Teniendo en cuenta la importan-
cia de la Policía Nacional como un actor 
de la política criminal, dichos retos son del 
mismo modo retos de fortalecimiento ins-
titucional en la implementación del Plan 
Nacional de Política Criminal, y pueden 
sintetizarse de la siguiente manera:

1. Mecanismos funcionales para el sos-
tenimiento de la convivencia. Compren-
diendo:
•	Conjunción entre poder, función y ac-

tividad de policía.

•	Unidad del material contravencio-
nal, esto es, actualización del Código 
de Policía y aclaración de las compe-
tencias de la Policía Nacional en esta 
materia.

•	Información	y	datos	de	convivencia.

2. Convivencia en entornos rurales. Este 
es un reto fundamental, pues la Policía 
Nacional tiene presencia en todo el terri-
torio nacional y se encarga de garantizar 
la convivencia a nivel rural como urbano. 
Para la Policía Nacional se debe lograr un 
fortalecimiento de la Dirección de Carabi-
neros	y	Seguridad	Rural	DICAR.	Conside-
rándose de igual manera el fortalecimien-
to	y	adecuación	del	Sistema	Integrado	de	
Seguridad	 Rural	 SISER	 y	 la	 adaptación	
del Modelo Nacional de Vigilancia por 
Cuadrantes MNVCC bajo un enfoque de 
cuadrante rural. 

3. Reintegración y Reincidencia Delicti-
va. En el estudio mencionado, la Policía 
Nacional prevé alteraciones a la convi-
vencia como consecuencia de la reintegra-
ción de los ex – combatientes y en mu-
chos casos la reanudación de su actividad 
delictiva (Policía Nacional de Colombia 
- Oficina de Planeación, 2016, pág. 30).  
Por un lado esto supone retos en materia 
de aumento del personal, y recomienda 
capacitación para que se continúe con la 
ruta de atención establecida por la Agen-
cia Colombiana para la Reintegración.

4. Convivencia en procesos de reparación 
a las víctimas. Para la Policía Nacional 
no bastará con prestar atención al proceso 
de reintegración de los ex – combatientes, 
será de gran relevancia prestar también 
atención a las víctimas, puesto que en al-

gunos escenarios la pobreza estructural se 
equiparará a la de otros individuos de la 
sociedad, ocasionando alteraciones en la 
convivencia.

De manera que para poder enfrentar los 
retos anunciados será elemental estructu-
rar un fortalecimiento institucional, con el 
fin de precaver alteraciones en la convi-
vencia y con ello la comisión de delitos. 
La línea que se concibe para conseguir el 
objetivo de fortalecimiento se presenta de 
la siguiente manera:

•	 Profesionalización,	 educación	 y	
transformación de la doctrina policial. Es 
importante que la capacitación se dé con 
un enfoque de género y de derechos hu-
manos evitando que se generen formas de 
currículo oculto con valores antidemocrá-
ticos. La educación policial es un proceso 
que identifica el mejor talento humano y 
se proyecta mediante la formación conti-
nua a lo largo de toda la carrera profesio-
nal (Bulla & Guarin, 2016).

•	 Forjar	capacidades	especiales	para	
promover nuevas prácticas y formas de 
relacionarse con la ciudadanía, haciendo 
uso de la fuerza como último recurso.

•	 Reforzar	los	procesos	de	registro	y	
centralización de la información de con-
vivencia y fomentar su análisis para que 
sirva de insumo al momento de tomar 
decisiones (Policía Nacional de Colombia 
- Oficina de Planeación, 2016, pág. 35). 
Para la Policía Nacional es importante 
que en la Tabla de Acciones Mínimas Re-
queridas	TAMIR	se	anoten	las	situaciones	
que afectan a la ciudadanía y no las que 
afectan el servicio.
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•	 Evaluar	permanentemente	el	per-
sonal conforme a los objetivos programa-
dos.

•	 Adecuar	la	ubicación	espacial	de	
las unidades desconcentradas a partir de 
un análisis anticipativo de los cambios 
urbanísticos y demográficos.

•	 Promover	que	los	Consejos	de	Se-
guridad sean espacios de toma de decisio-
nes y no simplemente espacios informati-
vos.

•	 Diseñar	 estrategias	 de	 conviven-
cia que promuevan la reintegración co-
munitaria, de manera que la vigilancia 
policial no sea la única forma de garan-
tizar la seguridad y la armonía.

•	 Actualizar	la	normativa	policial,	
puesto que permita una actuación más 
eficiente de este ente regulador.

•	 Perfeccionar	 las	 políticas	 locales	
de seguridad y de los mecanismos alter-
nativos de resolución de conflictos como 
herramienta eficaz para prevenir el esca-
lamiento de los conflictos y de las violen-
cias. 

Al lado de los retos en materia de con-
vivencia y seguridad ciudadana, se en-
cuentran otros en materia de investiga-
ción y de desarrollo del proceso penal. 
Enfatizando en uno de los principales 
retos para la Fiscalía General de la Na-
ción y para la judicatura: el desarrollo 
de investigaciones sólidas y ágiles para 
enfrentar la criminalidad de los grupos 
de crimen organizado. Esto exige el de-
sarrollo de criterios de priorización por 

parte del ente acusador, pero a su vez el 
diseño de modelos de audiencias por parte 
de los jueces de la República, de modo que 
se puedan analizar los contextos y los pa-
trones de criminalización de manera ágil 
y efectiva.

Se ha evidenciado en un estudio que es 
un tanto substancial considerar ciertos as-
pectos al momento de desarrollar e imple-
mentar los retos del postconflicto, como por 
ejemplo el hecho de que el grueso de la 
tropa de las FARC permanecerán en las 
zonas en donde normalmente han veni-
do operando como agentes reguladores y 
administradores de justicia, por lo que es 
tarea del Estado rescatar su función como 
regulador y como administrador de justi-
cia de las zonas.

De acuerdo con Ávila y Castro, las FARC 
tienen presencia en 242 municipios de los 
1122 que tiene Colombia. El ELN hace 
presencia en 99 y las Bandas Criminales 
en 275 (Avila Martínez & Castro León, 
2016). Esto supone un reto no solo para 
que las Fuerzas Armadas recuperen el 
monopolio de la fuerza, sino para que la 
administración de justicia se convierta en 
una alternativa legítima y eficiente a las 
formas de justicia violenta e informal que 
se desarrollaban en estas zonas, evitando a 
toda costa que los delitos de criminalidad 
ordinaria y criminalidad organizada as-
ciendan de cierto modo.

Lo anterior se suma al déficit de justicia 
formal en el campo. Por ello, el Estado co-
lombiano debe implementar medidas de 
justicia formal –con inspectores de policía, 
con jueces y con presencia de la Fiscalía 
General de la Nación- en combinación con 

medidas de tipo informal, como la conci-
liación, los jueces de paz, etc. En todo caso, 
se debe tener presente que sólo los jueces 
penales pueden imponer sanciones penales 
privativas de la libertad, por lo que los me-
canismos de justicia informal deben evitar 
en toda medida el uso de sanciones penales 
y en aquellos casos en los que sea posible, 
éstas no pueden afectar el derecho a la li-
bertad de las personas. Es por esto, que en 
el postconflicto el desarrollo de dicho, pre-
sumirá nuevas medidas alternativas tanto 
al sistema penal como a la pena privativa 
de la libertad.

Un aspecto de importancia en el postcon-
flicto es el fortalecimiento de la confianza 
ciudadana. Y no se trata simplemente de 
que la ciudadanía recupere la confianza 
en el Estado, sino que el Estado se haga 
confiable, esto es, que tanto en los ejes de 
legitimidad como de eficiencia sea una ins-
titución que genere en la ciudadanía una 
percepción de seguridad, lo que obvia la 
exigencia en el fortalecimiento de la res-
puesta del Estado a los diferentes fenó-
menos de criminalidad. La simple acción 
represiva del Estado puede resultar con-
traproducente y reforzar los vínculos de las 
comunidades con las organizaciones y las 
actividades ilegales. En la medida en que 
el Estado responde de manera represiva y 
punitiva, los niveles de confianza en las 
instituciones se reducen y la legitimidad 
del Estado se deteriora (Garzón, Llorente, 
Álvarez, & Preciado, 2016, pág. 20)

Por su parte, el Ministerio de Justicia y del 
Derecho continuará ofreciendo alternativas 
de resolución de los conflictos y de acceso 
a la justicia. El reto principal es garanti-
zar el acceso a la justicia a los ciudadanos, 

principalmente en las áreas rurales. Este 
acercamiento de los ciudadanos a la jus-
ticia se puede lograr a través de la am-
pliación de la oferta de los conciliadores 
en equidad, fortalecimiento de las vee-
durías ciudadanas, el uso de la tecnolo-
gía para llevar servicios de orientación, 
asistencia legal gratuita, la implemen-
tación de nuevas tecnologías para la 
realización de diferentes tramites y las 
jornadas móviles que se hacen en Casas 
de Justicia. De manera particular, el Mi-
nisterio de Justicia en el postconflicto se 
enfrenta al reto de la implementación 
de la Jurisdicción Especial para la Paz en 
el marco de la Justicia Transicional y la 
creación de los modelos de justicia para 
el posconflicto.

Este Ministerio se apuntala como un ac-
tor fundamental para garantizar que 
los conflictos que surjan en zonas de an-
tiguo dominio de las FARC encuentren 
una solución pacífica y legítima, sea de 
tipo formal o de tipo informal (Avila 
Martínez & Castro León, 2016; Valencia 
& Ávila, 2016).

El reto fundamental de la Defensoría del 
Pueblo en el postconflicto es la supervi-
sión de la acción estatal, particularmen-
te de la administración pública, para 
garantizar una paz sostenible. Concer-
niente a la supervisión, se requiere la 
incidencia de esta entidad en la formu-
lación de las políticas públicas condu-
centes a garantizar la paz.

Y es así como el reto conjunto del Mi-
nisterio de Justicia y del Derecho y de 
la Defensoría del Pueblo se encuentra en 
la urgencia de proporcionar un apoyo 



Ministerio de Justicia y del Derecho
Observatorio de Política Criminal

Pág. 11Pág. 10

integral a las víctimas, esto se traduce en 
el acompañamiento en los diferentes proce-
sos legales y administrativos y la garantía 
de la protección de los derechos de las víc-
timas. Los esfuerzos de las entidades para 
garantizar el apoyo a las victimas deben 
ser coordinados, evitando la duplicidad de 
esfuerzos y trabajando de forma conjunta 
para salvaguardar a las víctimas. 

Finalmente se pretendió concertar ciertas 
recomendaciones, que centralizadas en la 
concepción y en las generalidades del papel 
de la política criminal en la actual coyun-
tura de paz y en el escenario de postcon-
flicto armado, permitirían un crecimiento 
social y una restauración a gran parte de 
la sociedad que ha doblegado los efectos 
del conflicto armado en Colombia.

En primera instancia es clave distinguir 
que cuando se establecen recomendaciones 
de política pública criminal es necesario 
identificar a qué dimensión de la crimi-
nalización le apuesta la medida, esto con 
el fin de estipular de cierta manera una 
organización que permita el progreso per-
tinente de los retos. Por ejemplo, un plan de 
reubicación de internos dentro de los esta-
blecimientos penitenciarios del país es una 
propuesta que busca incidir en la crimina-
lización terciaria. Otro ejemplo: fortalecer 
los mecanismos de negociación colectiva 
de grupos para que puedan someterse a la 
justicia es una medida que se tramita en la 
dimensión primaria de la criminalización 
pero se ejecuta en la dimensión secundaria, 
entonces es importante no sólo crear la via-
bilidad jurídica para estos sometimientos 
colectivos sino contar con fiscales entrena-
dos en este tipo de negociaciones. 

En segunda medida, para formular reco-
mendaciones que incidan realmente en 
los fenómenos criminales es importante 
vincular las dinámicas criminales que 
tienen un contexto regional, político, his-
tórico, económico y hasta cultural, con 
las autoridades locales (como Alcaldías 
y Gobernaciones), Universidades y cen-
tros de estudio del crimen. Por ejemplo, 
aun cuando el control de los puertos es 
estratégicamente clave para controlar 
los flujos de bienes y servicios ilícitos, el 
comportamiento criminal no es el mis-
mo en las fronteras marítimas que en las 
terrestres, entonces una política criminal 
contra el crimen organizado pasa prime-
ro por la determinación de la realidad 
criminal que busca incidir y, desde allí, 
establecer la forma diferenciada como se 
ejecutaría la política en cada contexto, 
asignando algunos roles específicos a la 
fuerza pública, delegando funciones de 
policía judicial a funcionarios de deter-
minadas entidades, suscribiendo acuer-
dos entre las seccionales de la fiscalía 
con las de la judicatura, entre otras.

Y como última determinación se puede 
apuntar que la falta de imaginación 
condujo al Estado a depender del sistema 
penal para resolver todos los problemas 
sociales que resonaban en la opinión pú-
blica. Por consiguiente se considera pri-
mordial el reto de la innovación para 
encontrar maneras que descapitalicen y 
desestructuren a los grupos de criminali-
dad organizada que amenazan la paz, 
sin desconocer los límites y garantías 
constitucionales, pero sin depender del 
sistema penal.
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